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596 -C.S. 
1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 16 de diciembre de 1994. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se-. 
sión extraordinaria, el próximo martes 20, a la hora 16 
y 30, a fin de hacer cesar el receso, informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Discusión única de las modificaciones introduci- 
das por la Cámara de Representantes al proyecto 
de ley por el que se modifican diversas disposi- 
ciones del Código General del Proceso. 


(Carp. N* 67/90 - Rep. N* 71/90 
y Ánexo 1) 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


2”) por el que se modifican los artículos 150 del Có- 
digo Penal y 1? de la Ley N” 8.080, referidos a 
delitos de asociación para delinquir y de proxene- 
tismo. 


(Carp. N” 1560/94 - Rep. N” 1027/94.) 


3”) por el que se regula el funcionamiento procesal 
del Tribunal de Faltas. 


(Carp. N” 1240/88 - Rep. N” 1022/94.) 
LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Asto- 
ri, Batalla, Blanco, Bouzas, Bruera, Cassina, Elso Goñi, 
Gargano, Irurtia, Korzeníak, Librán Bonino, Pérez, Ra- 
ffo, Ricaldoni, Rubio, Santoro, Soto y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Belvisi, Bou- 
za y Millor; con aviso, los señores senadores Hackenbruch, 
Jude, Pereyra y Silveira Zavala; y, sin aviso, los señores 
senadores Amorín Larrañaga, González Modernell, Gren- 
no, Ramírez y Urioste. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierto 
el acto. 


(Es la hora 16 y 35 minutos) 


-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
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20 de Diciembre de 1994 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 20 de diciembre de 1994, 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las 
resoluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


Del Ministerio de Industria, Energía y Minería: re- 
lacionada con la deuda que mantiene dicha Secretaría 
de Estado con IMPO; 


De la Comisión Honoraria del Patronato del Psicó- 
pata: relacionada con los Estados Contables al 31 de 
diciembre de 1992. 


-Ténganse presente. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente remite la información solicita- 
da por el señor senador Leopoldo Bruera, relacionada 
con la solicitud del señor Francisco Dotto de autoriza- 
ción a dicho Ministerio para instalar un negocio en 
una playa de la costa de Rocha. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador 
Bruera. 


El señor senador Carlos Julio Pereyra, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución, solicita se curse un pedido de informes al 
Banco de Seguros del Estado relacionado con la con- 
tratación de una empresa de apoyo al departamento de 
automóviles, 


-Oportunamente fue tramitado.” 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias solicitu- 
des de licencia. 


(Se da de las siguientes:) 


-Los señores senadores Belvisi y Millor solicitan licencia 
por el día de la fecha. 


-Léanse. 


(Se leen:) 


20 de Diciembre de 1994 
“Montevideo, 19 de diciembre de 1994, 

Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 

Presente 

De mi mayor consideración: 

El que suscribe solicita licencia el día 20 de di- 
ciembre del corriente, a fin de poder cumplir con com- 
promisos ineludibles. 

Sin otro particular, saluda a usted atentamente. 

Walter M. Belvisi. Senador”. 
“Montevideo, 19 de diciembre de 1994. 


Sr. Presidente del Senado 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia por el día 
martes 20 del corriente. 


Sin otro paticular lo saludo muy atentamente. 
Pablo Millor. Senador”. 


-No es posible votar estas solicitudes de licencia hasta 
tanto el Senado no decida levantar el receso para celebrar 
sesión. 


5) JUSTIFICACION DE INASISTENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de dos justificacio- 
nes de inasistencia. 


(Se da de las siguientes:) 


-Los señores senadores Hackenbruch y Silveira Zavala 
justifican su inasistencia. 


-Léanse. 
(Se leen:) 


“Salto, 20 de diciembre de 1994, 


PODER LEGISLATIVO 
SENADO DE LA REPUBLICA 


fax 29 70 11 
Imposible concurrir hoy martes 20 a la sesión de la 
fecha por encontrarme en Salto por razones de salud 


de un familiar (intervención quirúrgica de una hija). 


Tabaré Hackenbruch. Foro Batllista”. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 597 
“Montevideo, 20 de diciembre de 1994, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 
Por la presente solicito se justifique mi inasistencia 
a la sesión del Senado, del día de la fecha, en virtud 
de encontrarme indispuesto físicamente para asistir a 
la misma. 
Sin otro particular saluda a usted atte. 
Jorge Silveira Zavala. Senador”. 


6) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se levanta el 
receso, a efectos de celebrar sesión extraordinaria. 


(Se vota:) 
-16 en 18. Afirmativa. 
Está abierta la sesión. 
7) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento hay quórum 
en Sala. 


Corresponde votar, en primer término, si se concede li- 
cencia, por la sesión del día de la fecha, al señor senador 
Millor. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En segundo lugar, se va a votar si se concede licencia, 
también por el día de hoy, al señor senador Walter Belvisi. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) CODIGO GENERAL DEL PROCESO. Modificacio- 
nes introducidas por la Cámara de Representantes. 
Proyecto de ley. | ] 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se modifican diversas disposicio- 
nes del Código General del Proceso. Discusión única de las 
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del preaviso (carta con acuse de recibo, telegrama 
colacionado, acta notarial u Otro similar) el tribunal 


modificaciones introducidas por la Cámara de Representan- 
tes. (Carp. N* 67/90 - Rep. N” 71/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 67/90 
Rep. N* 71/90 


PROYECTO DE LEY 


REFORMAS DE URGENCIA AL CODIGO 
GENERAL DEL PROCESO 


Artículo 1”. - Sustitúyese el artículo 548 del Códi- 
go General del Proceso por el siguiente: 


“548. - Las disposiciones de este Código no se 
aplicarán a los procesos en trámite, los que seguirán 
de acuerdo con las normas en vigor antes de la vigen- 
cia de este Código, hasta que recaiga sentencia de 
primera instancia”. 


Art. 2”. - Las actuaciones judiciales recaídas en los 
procesos referidos por el artículo anterior, serán igual- 
mente válidas sea que se hayan realizado de conformi- 
dad con lo dispuesto por la anterior redacción del artí- 
culo 548 del Código General del Proceso (ley N” 
15.982, de 18 de octubre de 1988), o que se hubieren 
ajustado a las disposiciones en vigor antes del mencio- 
nado Código. 


Art. 3”. (EXCEPCION A LA CONCILIACION). - 
Si en oportunidad de solicitar una citación a concilia- 
ción el tribunal competente no puede fijar la audiencia 
en un plazo menor a treinta días desde la fecha de la 
solicitud, la parte actora podrá optar por seguir ese 
proceso preliminar o usar la excepción que se estable- 
ce a continuación: 


Se exceptúa de la conciliación ante la Justicia de 
Paz, cuando dándose la situación del inciso anterior, la 
futura parte actora diera a la futura parte demandada, 
un preaviso escrito de su intención de iniciar el proce- 
so, entregado a los futuros demandados con diez días 
corridos de anticipación a la fecha de presentación de 
la demanda. 


Este preaviso deberá notificarse privadamente, pero 
por medio fehaciente, y deberá contener los datos fun- 
damentales de lo que se reclama, además del nombre y 
dirección del abogado patrocinante del actor en el jui- 
cio. 


El tribunal competente para la conciliación que no 
haya podido dar fecha dentro del término señalado en 
el inciso primero, deberá expedir una constancia de 
ese hecho, cuyo duplicado se remitirá a la Suprema 
Corte de Justicia. Con dicha constancia y constancia 


competente en el asunto de fondo dará trámite a la 
demanda, intentando la conciliación en oportunidad 
de la audiencia preliminar. 


El preaviso mencionado, tendrá los efectos de la 
citación a juicio de conciliación de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 1236 del Código Civil. 


Art. 4”. (PROCESOS ESPECIALES). - Agréganse 
al artículo 545 los siguientes literales: 


f) El procedimiento del recurso de irracional disenso 
(artículo 110 del Código Civil). 


g) El procedimiento relativo a animales invasores (ar- 
tículos 39 a 48 y 222 a 237 del Código Rural). 

h) El procedimiento de intimación directa por el al- 

guacil establecido por el artículo 132.2 de la ley 

N” 15.750, de 24 de junio de 1985. 


er 


i) El procedimiento de regulación de honorarios, es- 
tablecido por el artículo 144 de la ley N? 15.750, 
de 24 de junio de 1985, 


y El procedimiento de disolución de la sociedad con- 
yugal (ley N” 10.783, de 18 de noviembre de 1946). 


Art. 5” (SENTENCIAS EXTRANJERAS). - 
Sustitúyese el artículo 539.4 por el siguiente: 


“539.4, - Que el tribunal sentenciante tenga juris- 
dicción en la esfera internacional para conocer en el 
asunto, de acuerdo con nuestro derecho internacional 
privado”. 


Art. 6” (EXCEPCIONES PREVIAS). - Sustitúyese 
el artículo 338,2 por el siguiente: 


“Si mediare reconvención se conferirá traslado al 
actor por el plazo de treinta días. Y si de conformidad 
con el artículo 132, además de la defensa en el fondo 
del asunto, mediare oposición de excepciones previas, 
se dará traslado de las mismas al actor por un plazo de 
diez días”. 


Art. 7”. - Sustitúyese el artículo 341.2 por el si- 
guiente: 


“2) Ratificación por el actor de su contestación a 
las excepciones opuestas por el demandado y por éste 
de las que hubiere contestado a las opuestas por el 
actor respecto de la reconvención”. 


Art. 8”. (Alegatos). - Agrégase al artículo 338 un 
ordinal con el siguiente texto: 
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“338.4. Hasta diez días antes de la fecha fijada 
para la audiencia las partes podrán presentar exposi- 
ciones escritas, que traten sobre los puntos de derecho, 
doctrina y jurisprudencia, o las cuestiones de hecho 
relativas a los mismos, que se encuentran en debate, 
con el fin de ayudar a la mejor ilustración del Tribunal 
en el conocimiento y estudio de los mismos, antes de 
la celebración de la audiencia”. 


Sergio Abreu, Ignacio de Posadas Montero, 
Wilson Elso Goñi, Bari González, Dardo 
Ortiz, Carlos Julio Pereyra, Juan C. Raffo, 
Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala, 
Manuel Singlet. Senadores. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley tiene por finalidad co- 
rregir determinados defectos y omisiones del nuevo 
Código General del Proceso. 


l. - VIGENCIA 


El artículo primero, intenta solucionar un grave pro- 
blema planteado por el artículo 548. 


El mismo establece un sistema de vigencia uparen- 
temente compartible, desde que pretende la termina- 
ción de los procesos ya iniciados por el sistema ante- 
rior, y la aplicación total del CGP a los procesos nue- 
VOS. 


No obstante, el tenor literal del artículo dispone la 
apticación, a los juicios en trámite, de las normas com- 
prendidas en los artículos 1? a 116. 


Esto ha tenido por resultado la aplicabilidad a los 
procesos en trámite de una serie de normas procesales 
específicas del nuevo proceso (y no solamente de los 
principios generales). 


Los resultados distorsionantes, van desde la trans- 
formación de todos los plazos en perentorios, a la pre- 
sencia obligatoria del juez en las audiencias. dentro 
del proceso escrito. 


Esto ha tenido efectos impensados, tales como pér- 
dida de la oportunidad de defensa por vencimiento de 
plazos perentorios en un procedimiento que nunca fue 
perentorio y que no está pensado como tal. 


El efecto más grave es la nulidad de las audiencias 
que se realizan sin el juez. 


En el proceso escrito esto es lo normal. De nada le 
sirve al juez ver audiencias que se sentenciarán dentro 
de un año, posiblemente por otro juez y sobre las que 
nada sabe 
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Para peor, la mayor parte de los Juzgados que man- 
tienen el régimen anterior, tienen citados a varios tes- 
tigos a la vez (y los laborales tienen citados simultá- 
neamente audiencias de testigos y audiencias de con- 
cittación laboral, que sí se realizan con presencia del 
juez, con lo que éste se ve impedido de estar en dos 
lugares a la vez). 


Todo ello provoca que, sin ninguna ventaja visible, 
los juicios se vean enlentecidos enormemente (en al- 
gunos Juzgados en los que el juez decidió no realizar 
las audiencias ya citadas, en las que él no pueda estar 
presente), o amenazados de recursos de nulidad, por- 
que (en otros Juzgados) las audiencias siguen adelan- 
te, esté o no el juez. 


El texto propuesto, da la única solución sensata: 
que los juicios pendientes sigan por el proceso anteti 
integralmente, hasta que se dicte sentencia de primera 
instancia. Simultáneamente, el artículo 2” prevé elimi- 
nar la posibilidad de que se pida la nulidad de los 
procesos tramitados en el período intermedio, decla 
rando válidas las actuaciones, sea cual fuera el proce- 
dimiento que siguió el Juzgado. 


2. - PROBLEMAS CON LA CONCILÍA CON 


El artículo 3” intenta solucionar un problema real y 
que ya está planteado: 


El hecho de que las audiencias de conciliación se 
realicen en comparendo y que los mismos jueces de 
Paz tengan además que fijar audiencias en sus propios 
juicios, crea un cuello de botella que amenaza trans- 
formar a la conciliación en una demora interminable. 


En sesenta días de aplicación del CGP, hay Juzga- 
dos que ya tienen una demora gratuita, que sufren los 
litigantes, que se ven impedidos de comenzar los jui- 
cios, sin beneficio ninguno. 


Las perspectivas no son nada alentadoras y se im- 
pone buscar una solución que impida y desagote el 
cuello de boteila planteado. 


La idea es permitir un procedimiento alternativo, 
cuando el Juzgado de Paz no se encuentre en condicio- 
nes de realizar la audiencia de conciliación en un tér- 
mino razonable. 


Se autorizaría a las partes, en este caso, a iniciar el 
juicio con un previo procedimiento de preaviso, que 
ponga en conocimiento al futuro demandado de la in- 
tención de iniciarlo y del nombre y dirección del abo- 
gado encargado del caso. Ello permitirá a las partes, 
Megar a arreglos transaccionales, si ellos son posibles. 
y no hará demorar la imictación del litigio por meses 0 
aún años. sin ningun resultado útil 
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En estos casos, la conciliación se intentará por el 
juez de la causa, en la audiencia preliminar. 


3. - PROCESOS ESPECIALES 


El artículo 544 derogó todas las disposiciones lega- 
les que establecen procedimientos diversos a los pre- 
vistos en el CGP. 


Entre otros han -o habrían- quedado derogados, el 
procedimiento del recurso de irracional disenso, el de 
disolución de la sociedad conyugal y el de regulación 
de honorarios. 

Dentro de cierto desconcierto sobre el tema, mu- 
chos abogados sostienen que tales procedimientos de- 
berán realizarse en el futuro por juicio ordinario. 


Y aunque la opinión (discutible) fuera de que se 
puede realizar el procedimiento anterior, una disolu- 
ción de sociedad conyugal, lograda por esta vía, sería 
impugnable en el futuro por terceros acreedores, con 
consecuencias patrimoniales gravísimas. 


Se sugiere, por lo tanto, ampliar la lista de excep- 
ciones del artículo 545. 


4. - SENTENCIAS EXTRANJERAS 


Otro punto que puede crear problemas, es la dispo- 
sición del artículo 539.4. 


Esta norma establece que la validez de una senten- 
cia extranjera, para ser eficaz en Uruguay, se debe 
estudiar de conformidad con el derecho del Tribunal 
extranjero que lo dictó. 


Esto cambia las reglas tradicionalmente admitidas, 
según las cuales la competencia de un Tribunal extran- 
jero, se juzga según nuestras reglas (Apéndice del Có- 
digo Civil). 


Los efectos son graves y muy peligrosos. 


Casi todos los países desarrollados, tienen los lla- 
mados “long arm estatutes”, que les permiten asumir 
competencia en casos sin ninguna relación razonable, 
aun cuando fueran de derecho interno uruguayo, y ale- 
gando solamente “contactos mínimos”. 


A partir de esta regla, un residente en Uruguay (y 
aun el propio Estado uruguayo) podría ser demandado 
en Estados Unidos, o en Singapur, con las dificultades 
de defenderse, derivadas de la distancia y de los costos 
judiciales en esas latitudes y terminar con una deuda 
multimillonaria (o con una investigación de paterni- 
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dad fraguada), y además resultando que tal sentencia 
sería plenamente ejecutable en nuestro país, merced al 
citado artículo 539.4 del CGP. 


Se impone el retorno a la regla original, y tradicio- 
nal, de que la validez de una sentencia extranjera, se 
admite, sólo si el juez que la dictó era competente 
según nuestras propias reglas de jurisdicción y compe- 
tencia. 


5. FALTA DE TRASLADO DE LAS EXCEPCIO- 
NES 


El artículo 132.2, prevé la obligatoriedad, para el 
demandado, de acumular en un solo acto, todas las 
defensas, sean dilatorias o de fondo. 


Esto es una muy buena idea y va a acortar sensi- 
blemente los plazos. 


No obstante, no es compartible el trámite que dis- 
pone el artículo 338 (por omisión) y el artículo 341 
(expresamente), según el cual de las excepciones no 
hay traslado, y el actor sólo puede contestar las excep- 
ciones verbalmente y en la audiencia preliminar. 


Parece haberse presumido que las excepciones son 
una cosa de segunda importancia, fácilmente rebatibles, 
y que no valdría la pena perder un minuto en ellas. 


Esto no es así. Las excepciones dilatorias pueden 
ser importantes, complicadas y estar muy bien funda- 
das. El juez deberá ir a la audiencia con el expediente 


- estudiado (si no es imposible que dicte sentencia en el 


acto y en la misma audiencia, luego de haber oído a 
las partes y sin más trámites). Es evidente que si va a 
ir a la audiencia habiendo leído lo dicho por una sola 
parte, el riesgo de que esté prejuzgando a favor de 
ella, va a ser grande. 


Esto no es una acusación a los jueces, simplemente 
es así por la naturaleza de las cosas, y por la forma 
normal de percibir la realidad y formar nuestra opi- 
nión de la misma, que tenemos todos los seres huma- 
nos. 


La posibilidad de que, luego de que el juez estudió 
el expediente, habiendo leído sólo lo alegado como 
excepciones dilatorias por el demandado (imaginemos 
una excepción de falta de jurisdicción basada en un 
complicado y elaborado alegato del demandado sobre 
un problema de derecho internacional privado), cam- 
bie de opinión, por el solo efecto de una exposición 
verbal de varios minutos, es remota, por no decir utó- 
pica. 


Se entiende imprescindible, para mantener la ¡igual- 
dad de las partes en el proceso, que se dé un traslado 
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de las excepciones dilatorias. Puede ser por un tiempo 
mínimo, pero debe haber la posibilidad de contestar- 
las. Y esa posibilidad debe darse antes de la audiencia 
preliminar, en forma tal que el juez vaya a la misma, 
habiendo estudiado el expediente, con una lectura de 
ambas posiciones. 


Se sugieren dos modificaciones: 


Primero, agregarle al artículo 338.2 una segunda 
frase que diga “.., y si mediare oposición de excepcio- 
nes dilatorias, se dará traslado de las mismas al actor 
por un plazo de diez días”. 


Segundo: el artículo 341.2 debería cambiar la frase 
*“2) Contestación por el actor de las excepciones...” 
por la frase “2) Ratificación por el actor de la contes- 
tación de las excepciones...” 


6. PROBLEMAS DERIVADOS DE LA 
INEXISTENCIA DE ALEGATOS 


Todos los problemas señalados respecto a la 
inexistencia de traslado de las excepciones, se ven re- 
petidos y agravados con la inexistencia de alegatos. 


No parece que puede considerarse seriamente como 
un alegato, la posibilidad de hacer exposiciones verba- 
les con plazo máximo de diez minutos que establece el 
artículo 343.6. 


Esto afecta también la posibilidad de contar con 
una debida defensa. Y ello es especialmente grave en 
el caso del actor, poniéndolo en inferioridad de condi- 
ciones. 


Plantea, además, una situación que ya señalamos 
en el capítulo anterior, que es injustificada y afecta la 
posibilidad de los magistrados de llegar a la audiencia 
con un conocimiento equilibrado y debidamente pon- 
derado de qué es lo que se debate en el proceso. 


El demandado puede haber contestado la demanda 
con un verdadero tratado, cuyos alcances y conclusio- 
nes pueden ser muy discutibles y, si se mantiene el 
CGP sin reformas, el actor sólo contará con una iluso- 
ria posibilidad de rebatir lo que diga el demandado, en 
diez minutos y en forma verbal. 


Es evidente, que el juez va a llegar a la audiencia 
habiendo prejuzgado a favor del demandado, no por 
inequidad o parcialidad sino, como dijimos porque ese 
es el mecanismo normal de formar nuestros juicios 
que tenemos todos. Si a una persona cualquiera lo 
obligan a ir a una audiencia previa lectura y estudio de 
la posición de una sola de las partes, va a ir impresio- 
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nada por dicha exposición y la posibilidad de hacerla 
cambiar de opinión con exposiciones verbales, es mí- 
nima. 


El alegato verbal (que se puede mantener como 
punto final de la audiencia) debe ser necesariamente 
complementado con la posibilidad de las partes de pre- 
sentar exposiciones escritas, referidas a las cuestiones 
de derecho debatidas, previamente a la audiencia (y 
con tiempo suficiente para que el juez las estudie y las 
conozca, antes de celebrarse la audiencia preliminar). 


Esto mantendría todas las ventajas del juicio oral, 
sin la pérdida de ninguna de las garantías para las 
partes (y en especial manteniendo el principio de igual- 
dad de oportunidades de actor y demandado), y sin 
agregar ni un minuto más de demora al proceso. 


En temas de cierta especialización ello no sólo se- 
ría conveniente: sería imprescindible. 


Con jueces de competencia amplia, que no pueden 
especializarse en ninguna de las materias que les to- 
can, la tarea de las partes ilustrando al magistrado en 
temas especializados es imprescindible (los Juzgados 
Letrados en lo Civil, conocen en Civil, hacienda, so- 
ciedades, derecho bancario, seguros, responsabilidad 
extracontractual, juicios sobre transporte marítimo, o 
aéreo, O terrestre, entre muchas otras cosas y materias 
más: y los departamentales agregan aéreo, familia, la- 
boral, aduanero, agrario y penal). 


En lo que hace al actor, esta tarea (y el derecho a 
contar con una adecuada oportunidad de defensa que 
no es una cosa menor) es imposible realizarla en la 
demanda. En la demanda sólo se pueden exponer los 
hechos y el Derecho en su estructura básica. Nadie 
puede prever por anticipado qué es lo que va a decir el 
demandado y menos puede redactar una demanda, su- 
giriendo por anticipado todas las defensas posibles de 
su contraparte y adelantándose a comentarlas. 


Sergio Abreu, Ignacio de Posadas Montero, 
Wilson Elso Goñi, Bari González, Dardo 
Ortiz, Carlos Julio Pereyra, Juan C. Raffo, 
Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala, 
Manuel Singlet. Senadores. 
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Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación 
aconseja la aprobación del proyecto de ley adjunto, 
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por el cual se introducen modificaciones al Código 
General del Proceso (ley N* 15.982, de 18 de octubre 
de 1989), en atención a las consideraciones que se 
exponen seguidamente. 


I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY 


El 15 de febrero de 1990, los senadores electos por 
el Partido Nacional presentaron, con exposición de mo- 
tivos, un proyecto de ley en materia (distribuido N* 3 
de 1990), el que constituye la base del que ahora vues- 
tra Comisión somete al Cuerpo. 


La iniciativa tuvo por finalidad “corregir determi- 
nados defectos y omisiones” del Código, los que esta- 
rían provocando o podrían provocar problemas de en- 
tidad en la aplicación de ese cuerpo de leyes. Los 
puntos concretos sobre los que se plantearon las modi- 
ficaciones fueron: vigencia; conciliación; procesos es- 
pectales: sentencias extranjeras; falta de. traslado de 
las excepciones; e inexistencia de alegatos escritos. 


1I. METODO DE TRABAJO DE LA COMISION 


La Comisión, una vez recibida la iniciativa y antes 
de considerarla en profundidad, resolvió escuchar la 
opinión sobre ellas de especialistas en el tema y de 
instituciones públicas y privadas directamente vincu- 
ladas con el proceso civil. Asimismo, varias de estas 
instituciones estimaron del caso hacer llegar a ta Co- 
misión sus propias propuestas escritas de modificación 
al Código, algunas sustitutivas o complementarias de 
las planteadas por la bancada nacionalista y otras adi- 
cionales a las mismas, es decir, referidas a otros pun- 

tos del Código. En las exposiciones verbales ante la 
Comisión también se plantearon aspectos no contem- 
plados en la iniciativa original. 


Esta etapa del trabajo de la Comisión está recogida 
en los siguientes documentos: 


¡. Opiniones de los corredactores del Código, doc- 
tores Adolfo Gelsi Bidart, Luis A. Torello y Enrique 
Vescovi. (Sesión del 8 de marzo de 1990, distribuido 
N? 40 de 1990). 


ii. Opiniones del señor presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, doctor Nelson García Otero. y de los 
ministros de esa Corporación, doctores Ratael Addiego, 
Armando Tommasino y Jorge Pessano. (Sesión del 15 
de marzo de 1990, distribuido N? 66 de 1990). 


iii. Opiniones del Colegio de Abogados del Uru- 
guay, por los doctores Eduardo Lapenne (presidente), 
Fernando Aguirre, Enrique Machado. Beatriz Rovira, 
Jorge Cannon. Yamandú Tourné y Mauricio Brikman. 
(Sesión del 15 de marzo de 1990, distribuido N* 67 de 
1990). 
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iv. Opiniones de la Asociación de Magistrados Ju- 
diciales, por los doctores Eduardo Brito del Pino (pre- 
sidente), Daniel Gutiérrez y Jorge Chediak. (Sesión 
del 15 de marzo de 1990, distribuido N* 68 de 1990). 


v. Modificaciones propuestas por el Instituto de 
Derecho Procesal. (Distribuido N” 41 de 1990). (Pri- 
mer texto). 


vi. Nota de la Secretaría Letrada del Banco Hipo- 
ltecario del Uruguay. (Distribuido N* 42 de 1990). 


vii. Modificaciones propuestas por el Colegio de 
Abogados del Uruguay. (Distribuido N* 67 de 1990). 
(Primer texto). 


viii. Nota de la Asociación de Magistrados Judicia- 
les del Uruguay. (Distribuido N* 68 de 1990). 


ix. Modificaciones propuestas por el Instituto Uru- 
guayo de Derecho Procesal. (Distribuido N” 131 de 
1990). (Segundo texto). 


x. Modificaciones propuestas por el Colegio de Abo- 
gados del Uruguay. (Distribuido N* 150 de 1990). (Se- 
gundo texto). 


La Comisión resolvió constituir una subcomisión 
encargada de examinar las opiniones y las propuestas 
recibidas y de relacionarlas con el proyecto original. 
La Comisión adoptó, asimismo, un criterio general a 
seguir con respecto a las propuestas de reformas. El 
criterio referido se expone en el Capítulo TIL. 


La Subcomisión produjo sucesivamente los textos 
contenidos en lo distribuidos Nos. 80 y 102, ambos de 
1990, los que fueron sometidos a discusión en la Co- 
misión. 


El proyecto cuya aprobación se recomienda al Se- 
nado resulta de las deliberaicones de la Comisión que 
se desarrollaron en 8 sesiones, teniendo en cuenta -los 
documentos mencionados en este capítulo. 


La Comisión y, en su caso, la Subcomisión, reali- 
zaron además consultas informales con los 
corredactores del Código. 


11. CRITERIO GENERAL PARA CONSIDERAR 
LAS MODIFICACIONES PROPUESTAS 


La sanción del Código General del Proceso duran- 
te la XLHa. legislatura constituye un hecho relevante 
desde varios puntos de vista. Se trata del primer Códi- 
go redactado y aprobado durante un período de abso- 
futa normalidad institucional, por un Parlamento de- 
mocrático electo de acuerdo con la Constitución. A la 
vez, el trámite legistativo se desarrolló en un clima de 
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alta civilización política. Numerosos expertos en De- 
recho Procesal y numerosos legisladores trabajaron ani- 
madamente en la preparación del Código por un lapso 
prolongado y en un ambiente de significativo rigor 
científico. Las instituciones interesadas tuvieron am- 
plia oportunidad para opinar. El libro editado en 1988 
por el Senado con los antecedentes y la discusión le- 
gislativa al respecto, ilustra bien acerca de esta exten- 
sa y compleja tarea. El texto resultante contó con el 
apoyo de todos los partidos. 


Pero, aparte de las virtudes que cabe señalar con 
respecto al trabajo preparatorio, es preciso destacar, 
sobre todo, que en su contenido el Código trajo consi- 
go un profundo cambio en el Derecho Procesal: la 


audiencia se constituye en el elemento central del pro- : 


ceso; el juez asume una actividad directa en inmediato 
contacto con las partes y con las pruebas; estas son 
presentadas, sustanciadas y conocidas desde las prime- 
ras etapas; la oralidad toma el lugar de preferencia; la 
multiplicidad de procedimientos se reduce a los proce- 
sos ordinario, extraordinario y monitorio; se ajustan 
plazos para reducir la duración de los trámites. 


El conjunto de las disposiciones del Código apunta 
a una genuina búsqueda de la verdad y promueve la 
lealtad de las partes. 


No es de esperar que una obra de esta magnitud, 
que supone alterar sustancialmente los procedimientos 
y las prácticas arraigadas durante la larga vigencia del 
Código Requena, pueda aplicarse sin dificultades. Tam- 
poco es concebible que no contenga imperfecciones y 
fallas. Todo ello puede causar problemas, incluso se- 
rios, en el ejercicio de la función jurisdiccional. 


La idea de introducir algunas modificaciones resul- 
ta, pues, natural. La exposición de motivos con la que 
los senadores del Partido Nacional acompañaron su 
proyecto, expresa que el mismo “tiene por finalidad 
corregir determinados defectos y omisiones del nuevo 
Código General del Proceso”. (Distribuido N” 3 de 
1990, página 4), y en diversos pasajes alude a los 
problemas planteados. 


A su vez, el presidente del Senado, doctor Gonzalo 
Aguirre Ramírez, en el seno de esta Comisión, se refi- 
rió al origen de la iniciativa, diciendo: “Algunos letra- 
dos allegados al Colegio de Abugados consideraron 
que determinados aspectos relativos a la entrada en 
vigencia del Código, estaban revelando, en la práctica, 

“un cierto desajuste con la realidad y planteando algu- 
nas dificultades para la propia aplicación exitosa del 
Código”. (Distribuido N” 40 de 1990, página 4). 
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Análogas consideraciones se pueden encontrar tam- 
bién en alguna de las exposiciones e iniciativas recibi- 
das por la Comisión, de las que se da cuenta en el 
Capítulo L 


Sin embargo el reconocimiento de que ciertas en- 
miendas al Código puedan ser necesarias y hasta indis- 
pensables, no lleva a concluir que la instancia legisla- 
tiva abierta con la iniciativa de los senadores del Parti- 
do Nacional -pródiga, por lo demás, en propuestas adi- 
cionales o sustitutivas originadas en diversas institu- 
ciones- significa una revisión sustancial del Código o 
un replanteo de la discusión sobre sus aspectos centra- 
les. Fue así que vuestra Comisión debió adoptar un 
criterio de política legislativa que le permitiera discer- 
nir, entre las reformas propuestas, aquellas que reco- 
mendaría al Senado para ser acogidas, de las que no 
incluiría en el proyecto. 


Con las dificultades inherentes a una tarea de esta 
naturaleza, la Comisión partió del concepto de recibir 
solamente las enmiendas que resultaran estrictamente 
necesarias para resolver cuestiones de importancia y 
que, a la vez, no alteraran ninguna de las orientaciones 
principales del nuevo Código. 


El objetivo buscado pues, es contribuir a “la propia 
aplicación exitosa del Código” (presidente del Senado, 
Sesión de la Comisión del 8 de marzo de 1990, distri- 
buido N” 40, página 4), y no a su reforma en términos 
sustanciales. Expresamente la Comisión desestimó la 
consideración de enmiendas que pudieran implicar uy 
retorno, directo o indirecto, al sistema del Código del 
Procedimiento Civil, o, al menos, una rectificación a 
las orientaciones principales del actual. 


Este concepto, compartido por la Comisión, fue 
expresado también en su seno, con claridad y elocuen- 
cia por el doctor Adolfo Gelsi Bidart, uno de los 
corredactores del código, quien, rcogiendo la opinión 
de sus colegas, señaló: 


“Los tres corredactores del Código expresamos mu- 
chas veces que no teníamos inconveniente en recono- 
cer todos los errores que hubiéramos cometido en di- 
cha redacción, pero que existían algunas cosas funda- 
mentales sobre las que el Parlamento puede resolver - 
como es natural- lo que entienda mejor, pero que no 
contaran con nuestro asentimiento o con nuestra opi- 
nión favorable. 


Se ha pretendido, en primer lugar, cambiar el espí- 
ritu del proceso. El proceso ya no puede ser una pelea 
más o menos civilizada sino un instrumento, un medio 
para averiguar qué conflicto ha ocurrido y cuál es el 
Derecho aplicable, y determinar la aplicación del mis- 
mo. Por tanto, no pueden ser admitidos problemas re- 
lativos a que de un lado están los buenos y del otro los 
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malos o a reservarse cosas para después. Tiene que ser 
un proceso de absoluta lealtad para ambas partes. 


El segundo término, todo lo que tiene que ver con 
modificar la orientación básica, que es el proceso por 
audiencia, o con quitarle a la misima el sentido funda- 
mental del proceso, no puede contar con nuestro asen- 
timiento. Vamos a disentir con todo lo que trate de 
volver hacia atrás, como muchas de las disposiciones 
que establece este proyecto (se refiere al proyecto ini- 
cial de modificaciones), aunque lógicamente el Sena- 
do puede establecerlas. 


Finalmente, no creemos que se deban aumentar las 
excepciones al modo general de tramitar el proceso, 
sino que se debe aclarar cuáles son las disposiciones 
aplicables, y, en lo posible, suprimir aun más excep- 
ciones de la que ya han sido eliminadas”. (Sesión del 
8 de marzo de 1990, distribuido N” 40, páginas 15 y 
16). 


A las razones expuestas para sustentar el criterio 
adoptado cabe aún añadir otras. Un código requiere un 
tiempo relativamente prolongado para su completa 
inserción en la comunidad, máxime si, como es el 
caso, introduce cambios sustanciales con respecto a 
las normas anteriores. Es preciso evitar que las dificul- 
tades implícitas en este proceso de adaptación y ajuste 
conduzcan a un rechazo de los preceptos nuevos y a 
un retorno apresurado a la normativa antes vigente, 


Teniendo en cuenta que el Código comenzó a apli- 
carse a partir del 20 'de noviembre de 1989, no es 
concebible que en el corto lapso que media desde en- 
tonces, se pueda promover una modificación de puntos 
fundamentales de un texto o propiciar un cambio radi- 
cal en el espíritu que lo anima. Parece aconsejable 
que, salvo fallas fundamentales e insalvables, la juris- 
prudencia y la doctrina vayan iluminando los puntos 
oscuros y provean las respuestas a las interrogantes 
que un texto radicalmente innovador suele traer consi- 
go. No otra cosa ocurrió con el Código Requena. Vale 
la pena subrayar que, por lo demás, la aspiración a 
resolver por vía legislativa todas las cuestiones dudo- 
sas no deja de ser un objetivo posiblemente o proba- 
blemente inalcanzable. Su búsqueda, además, promue- 
ve una frondosidad de normas y una abundancia de 
detalles fijados por ley que crean rigideces inconve- 
nientes y que sofocan la actividad creativa de la juris- 
prudencia y de la doctrina. 


Vuestra Comisión consideró que no se apartaba del 
criterio general expuesto si admitía, junto a las en- 
miendas juzgadas indispensables, otras de simple co- 
rrección de errores tipográficos, de referencias y simi- 
lares, a fin de pulir la presentación del Código sin 
cambiar en nada el contenido de los preceptos. 
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En resumen, vuestra Comisión recomienda la apli- 
cación del criterio restrictivo expuesto para las modi- 
ficaciones, reafirmando así, plenamente, las orienta- 
ciones innovadoras introducidas por el actual Código 
General del Proceso y confiando en la capacidad de 
los tribunales para elaborar las soluciones que, con- 
gruentes con tales orientaciones, despejen dificultades 
que puedan derivar de la nueva normativa procesal. 


IV. PROPUESTAS DE MODIFICACION QUE SE 
ACONSEJA SANCIONAR 


A. VIGENCIA Y APLICACION DE LAS NOR- 
MAS DEL CODIGO 


El Código, en su actual redacción dispone que en 
la segunda instancia se aplicará el procedimiento nue- 
vo a los asuntos en trámite, salvo que hubieren pasado 
a estudio (artículo 548. 1). En cuanto a la primera 
instancia, hace aplicable a los procesos en trámite los 
artículos 1” a 116, con exclusión de las normas que 
establezcan responsabilidades y sanciones. (Artículo 
548. 2). 


El precepto contenido en el artículo 548. 1, se ha 
aplicado aparentemente sin dificultades mayores. En 
cambio la norma del artículo 548.2, ha suscitado algu- 
nas cuestiones delicadas. la vigencia parcial del Códi- 
go en la primera instancia crea dudas en cuanto a los 
trámites a seguir en cada caso, y la utilización, a ve- 
ces entremezclada, de normas de uno y otro Código, 
abre el camino para posibles planteos de nulidad. 


Desde otro punto de vista, se percibe que las nor- 
mas vigentes se refieren a la etapa de conocimiento y 
no encaran la etapa de ejecución, la que quedaría sin 
una normativa expresa para el período de transición 
de un Código al otro. 


Los artículos 1? y 2” del proyecto de ley adjunto 
apuntan a solucionar los aspectos señalados, cuya im- 
portancia es evidente ya que dicen relación en defini- 
tiva con: a) el derecho aplicable a determinados pocesos 
en trámite al tiempo de comenzar la vigencia del Có- 
digo. Para este aspecto se propone el artículo 1* y; 


b) la validez de las actuaciones cumplidas. Para 
este aspecto se propone el artículo 2”. 


El artículo 1” tiene como eje de referencia el 20 de 
noviembre de 1989, fecha de comienzo de la vigencia 
del Código General del Proceso. Los procesos en trá- 
mite a esa fecha continuarían bajo las normas del Có- 
digo de Procedimiento Civil hasta que recaiga la sen- 
tencia de primera instancia. 


La segunda instancia se regirá por el Código Gene- 
ral del Proceso, de acuerdo con el artículo 458.1. Se 
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define que los procesos de ejecución en trámite a esa 
fecha seguirán rigiéndose por el Código de Procedi- 
miento Civil hasta su conclusión. 


El artículo 2, a su vez, despeja las posibles dudas 
sobre la validez de algunos de los procesos tramitados 
desde la vigencia del Código General del Proceso, re- 
conociendo que serán válidas las actuaciones cumpli- 
das según uno u otro cuerpo de leyes. Se prefirió in- 
corporar esta aclaración al propio texto del Código, 
aunque ello dé lugar a una redacción un tanto inusual, 
a fin de conservar la unidad del tema y asegurar así al 
intérprete -actual y futuro- la disponibilidad inmediata 
en un mismo artículo de todas las referencias necesa- 
rias para abordar una materia delicada y compleja. 


Los corredactores del Código General del Proceso 
y las instituciones consultadas estuvieron de acuerdo 
con las soluciones recogidas en los artículos 1” y 2", 
que se originan en la iniciativa de los senadores nacio- 
nalistas. 


B. PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 


El Código General del Proceso, como se anotó an- 
tes, procuró limitar los procedimientos especiales y 
encauzar los procesos por la vía ordinaria, extraordi- 
naria o monitoria. No obstante, por razones diversas, 
reconoció la vigencia de algunos procedimientos esta- 
blecidos en leyes especiales, a lo cual hace referencia 
el artículo 545. El nomen juris, “Excepciones”, de esta 
disposición, así como la cantidad de las mismas, indi- 
can el propósito de restringir estos procedimientos en 
la mayor medida posible. igual concepto surge de las 
expresiones en la Comisión del doctor Gelsi Bidart, 
citadas más arriba (Capítulo II. 


Es natural que ese haya sido el concepto. La multi- 
plicación de procedimientos diferentes, además de re- 
cargar y quitar claridad al funcionamiento de la Justi- 
cia, implica que tales procedimientos quedan fuera del 
campo de aplicación de las innovaciones del Código 
y, por tanto, continúan regidos por las normas anterio- 
res. Estas readquieren de este modo un área inesperada 
de vigencia. 


La Comisión consideró necesario proponer -no obs- 
tante el criterio restrictivo expuesto- dos agregados al 
artículo 545, lo que, con las letras f) y g), figuran en el 
artículo 3” del proyecto. 


El procedimiento de regulación de honorarios (le- 
tra f) figuraba en el proyecto de la bancada nacionalis- 
ta y su exclusión del régimen ordinario fue reclamada 
en forma unánime por las diversas institucions consul- 
tadas. Los corredactores del Código manifestaron tam- 
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bién su acuerdo. (Distribuido N* 40, 1990, página 23, 
doctores Véscovi y Torello. La referencia al ordinal i. 
debe entenderse a la actual letra f). 


Cabe señalar, además, que algunos intérpretes con- 
sideran que el artículo 144 de la ley N” 15.750, de 24 
de junio de 1985, que establece el régimen de los 
honorarios profesionales, no fue derogado por el Códi- 
go, ya que se trata de una norma sustantiva. De todos 
modos, el artículo 3” del proyecto adjunto elimina toda 
duda. si 


Corresponde señalar, finalmente, que la mención 
del artículo 144 al trámite de los incidentes como for- 
ma de sustanciar las oposiciones, debe entenderse ob- 
viamente referida a la regulación que de ellos hace el 
Código General del Proceso y no el Código de Proce- 
dimiento Civil que ahora está derogado. Una iniciativa 
más amplia del Colegio de Abogados en materia de 
honorarios profesionales (distribuido N” 67, 1990, pá- 
gina 2), que implicaba una regulación más minuciosa 
de este procedimiento y la ampliación de algunas de 
sus hipótesis a otros profesionales, no fue abordada 
por la Comisión, entendiendo que ello debía ser el 
objeto de una legislación especial ya que, además de 
los aspectos procesales, involucra aspectos sustantivos. 


La toma urgente de posesión (letra g) fue incluida 
como excepción, recogiendo una iniciativa del Institu- 
to Uruguayo de Derecho Procesal, (distribuido N” 40, 
1990, página 23, Manifestaciones del doctor Véscovi), 
fundada en las razones de interés general presentes en 
estos casos y en consecuencia con los fundamentos y 
razón de ser de las normas sustantivas en la materia 
expropiatoria. 


Aparte de los dos casos de procedimeintos especia- 
les admitidos, la Comisión consideró otros y no estimo 
apropiado incorporarlos como excepciones bajo el ar- 
tículo 546. Se trata de los siguientes: 


- Procedimiento relativo a animales invasores. Los 
trámites están subsistentes porque no forman parte del 
proceso contencioso. Si se produjera contencioso, se- 
ría de aplicación el proceso actual de audiencia. 


- Procedimiento de intimación directa por el algua- 
cil. 


No se trata, en rigor, de un proceso, por lo que no 
ha sido derogado. Según la información disponible fun- 
ciona normalmente. 


En lo que dice relación con el irracional disenso y 
la disolución de la sociedad conyugal, propuestos en 
el proyecto original, se les considera procedimientos 
voluntarios, por lo que no se requiere su inclusión 
como excepciones al régimen del Código. De todos 
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modos a los efectos de evitar dudas, el artículo 8* del 
proyecto de la Comisión modifica el artículo 406,1, 
del Código General del Proceso para decidir expresa- 
mente el punto. 


C. SENTENCIAS EXTRANJERAS 


Se trata de uno de los temas más discutidos en 
Comisión y el único sobre el cual la decisión no fue 
unánime. 


De conformidad con el artículo 539 del Código 
General del Proceso, las sentencias extranjeras tendrán 
eficacia en la República siempre que reúnan las condi- 
ciones que dicho artículo establece. Su numeral 4, dice: 


“Que el tribunal sentenciante tenga jurisdicción en 
la esfera internacional para conocer en el asunto, de 
acuerdo con su derecho, excepto que la materia fuera 
de jurisdicción exclusiva de los tribunales patrios”. 
Por su parte el proyecto original de los senadores na- 
cionalistas propuso la redacción siguiente: 


“Que el tribunal sentenciante tenga jurisdicción en 
la esfera internacional para conocer en el asunto, de 
acuerdo con nuestro derecho internacional privado.” 


La exposición de motivos critica la norma vigente, 
expresando que según ésta: “la validez de una senten- 
cia extranjera, para ser eficaz en el Uruguay, se debe 
estudiar de conformidad con el derecho del Tribunal 
extranjero que la dictó”. Ante ello, propone “el retor- 
no a la regla original y tradicional, de que la validez 
de una sentencia extranjera, se admite, sólo si el juez 
que la dictó era competente según nuestras propias 
reglas de jurisdicción y competencia.” (Distribuido N” 
3, 1990, páginas 6 y 7). 


La Subcomisión propuso y la Comisión adoptó por 
mayoría, la redacción que figura en el proyecto adjun- 
to: 


*“Que el tribunal sentenciante, de acuerdo con las 
normas del derecho internacional privado aplicables, 
tenga jurisdicción para conocer en el asunto, excepto 
que la materia fuere de jurisdicción exclusiva de los 
tribunales patrios.” 


Votaron a favor de este texto los senadores 
Korzeniak (presidente de la Comisión), Abreu, Blanco 
y Cadenas, haciéndolo en contra los senadores Batalla, 
de Posadas (Ignacio) y Ricaldoni, quienes se inclina- 
ron por la fórmula del proyecto original. 


La fórmula que, en mayoría, se aconseja al Sena- 
do, aspira a lograr un prudente equilibrio entre la ac- 
tual redacción, que parece excesivamente abierta a la 
aplicación de sentencias extranjeras, y la del proyecto 
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original de modificaciones que, al contrario, luce como 
muy restrictiva. Parece conveniente que el derecho 
acompañe las necesidades de una época caracterizada 
por el crecimiento constante de toda clase de vínculos 
entre las personas, más allá de sus respectivas fronte- 
ras nacionales. De lo contrario un país podría margi- 
narse a sí mismo de la dinámica internacional, preten- 
diendo aplicar su regulación normativa a actos O ne- 
gocios jurídicos ocurridos en el exterior, aun sin que 
nuestros tribunales tengan jurisdicción en ellos de 
acuerdo con nuestra propia legislación. 


Pese a la discrepancia anotada, es importante su- 
brayar que, bajo cualquiera de las redacciones consi- 
deradas -tanto el proyecto original como el de la Co- 
misión- no se podrá ejecutar en la República una sen- 
tencia dictada por un tribunal extranjero cuando las 
normas vigentes del Uruguay atribuyan jurisdicción 
exclusiva a un tribunal nacional. La diferencia radica 
en que, mientras el proyecto original requiere que el 
tribunal extranjero tenga jurisdicción de acuerdo “con 
NUESTRO derecho internacional privado”, el proyec- 
to de la Comisión requiere que tenga jurisdicción “de 
acuerdo con las normas del derecho internacional pri- 
vado APLICABLES”. 


La evolución previsible del derecho internacional 
privado, por lo demás, presumiblemente atenuará, aún 
más, la diferencia. En efecto, la técnica seguida en las 
más recientes convenciones multilaterales en la mate- 


. ria, apunta, más que a definiciones genéricas de juris- 


dicción como las que se comentan, a listas extensas y 
detalladas de materias concretas señalando, en cada 
caso, la jurisdicción correspondiente. (Ver, por ejem- 
plo, CIDIP TH, La Paz, 1984, suscrita por la Repúbli- 
ca). Entre tanto se reitera que la fórmula contenida en 
el artículo 4? ofrece un razonable equilibrio. 


Los corredactores del Código manifestaron su con- 
formidad con la solución aconsejada por la Comision. 


D. EXCEPCIONES PREVIAS 


1. Las modificaciones propuestas en los artículos 
5% y 6” se originan en el proyecto de los senadores 


“ nacionalistas. De acuerdo con el régimen vigente, to- 


das las defensas, dilatorias y de fondo, deben ser acu- 
muladas por el demandado en un solo acto (artículo 
132). No obstante, no hay traslado de las excepciones 
previas y el actor habrá de contestarlas verbalmente 
en la audiencia preliminar, siendo que tales excepcio- 
nes pueden ser extremadamente complejas y requerir, 
por tanto, un estudio mayor. 


La circunstancia anotada podría alterar la posición 
de igualdad entre las partes, colocando al actor en la 
situación de tener que improvisar una respuesta ante 
la defensa opuesta. El juez deberá decidir entonces 
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sobre la base de elementos de juicio no equivalentes: 
un escrito meditado y fundado, por una parte, y una 
respuesta verbal estructurada en la propia audiencia, 
por la otra. 


Atendiendo a estas consideraciones, la Comisión 
recomienda la aprobación del artículo 5” del proyecto, 
que habilita un traslado de las excepciones previas por 
un término de diez días. Las demás enmiendas conte- 
nidas en los artículos 5% y 6”, se introducen para 
correlacionar el traslado que se introduce con el resto 
del procedimiento actual. Además, en la enmienda al 
artículo 341,2, se actara que la ratificación no se limi- 
ta al acto formal de confirmar lo contestado, sino que 
incluye también la expresión de los fundamentos en 
que se basa la contestación. 


E. CORRECCIONES Y AJUSTES 


El artículo 7” del proyecto propone una serie de 
modificaciones al Código General del Proceso, cuyo 
carácter común consiste en ser simples ajustes de re- 
dacción o correcciones menores que no cambian las 
soluciones urgentes ni afectan ningún aspecto sustan- 
cial, 


El origen de estas modificaciones está en la pro- 
puesta del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, 
contenida en el Distribuido N? 41, 1990, La Comisión 
entendió que la inclusión de estas enmiendas contribu- 
ye a una mejor presentación del Código General del 
Proceso, sin por ello abandonar el criterio restrictivo 
adoptado (supra Capítulo III). A continuación se expo- 
ne brevemente, junto al número del artículo que se 
modifica, el contenido o explicación de la respectiva 
enmienda, 


78.1. Se sustituye “providencias judiciales” por “ac- 
tuaciones judiciales”. 


79.5. Se suprimió la palabra “personal”. 


177.2. Se elimina el vocablo “de” entre oficio y 


s ” 


un. 


204.3. Aclara que es la audiencia, y no sólo la 
convocatoria, que debe radicarse dentro del plazo. 


205. Igual que con respecto al artículo 204.3. 


247. Se elimina “en subsidio”, pues no correspon- 
de al régimen de recursos. 


248. Se incluye el Tribunal de Apelaciones de Fa- 
milia. 


285.2. En vez de “hasta el dictado de la sentencia”, 
se dice “hasta que quede ejecutoriada la sentencia”. 
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287. Se intercala “la” entre “de” y “resolución”. 


315.3. Se elimina “subsidiaria” y “apelación contra 
una” y se sustituye “al solo efecto devolutivo” por 
“sin efecto suspensivo”. 


340.3. Se sustituye “disponga” por “dispone”. 
344,3, Se sustituye “numeral 2” por “numeral 4”. 
349.3. Se sustituye “193” por “192”. 

378.4. Se elimina “subsidiaria”. 


398.4. Sustituye “Si la sentencia condenara a” por 
“Si la obligación cuya ejecución se persigue consiste 
en otorgar”, ajustándose así a la estructura del artículo 
en su conjunto. 


420.1. numeral 6, Se sustituye “1118 y 1119” por 
“1147 y 1148”. 


432. Se incluye “fiscal”. 


438.2. Incluye la apelación de cuestiones sustan- 
ciadas en juicio extraordinario. 


490. Se agrega “no”, antes de “podrá delegar”. 


544.2. Se agrega “sustanciales”, antes de “particu- 
lares”. 


F. CONDENACIONES PROCESALES 


El régimen de condenaciones establecido en el Có- 
digo General del Proceso, si bien recoge para las sen- 
tencias definitivas el criterio tradicional del artículo 
688 del Código Civil, las hace preceptivas en numero- 
sos casos, incluso en la apelación y en la queja. 


Sin embargo, aun compartiendo enteramente el pro- 
pósito de estimular la lealtad de las partes, se advierte 
que la condena preceptiva al perdidoso puede resultar 
excesiva en ciertos casos. 


La Comisión consideró las propuestas en esta ma- 
teria formuladas por el Colegio de Abogados (Distri- 
buido N? 67, 1990) y, a través de la Subcomisión, 
escuchó la opinión de los corredactores del Código. 
Finalmente elaboró la solución cuya aprobación se 
aconseja en el artículo 9”. En ésta, el criterio general 
en materia de condenaciones es el establecido en el 
artículo 688 del Código Civil pero conservando expre- 
samente el régimen de preceptividad para un número 
de procedimientos en los que con mayor frecuencia se 
perciben desviaciones en su recto uso. Se estima equi- 
librar así la equidad en el tratamiento a las partes 
según su conducta con la exigencia de lealtad que 
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deben exhibir los litigantes a lo largo del proceso. En 
forma expresa se define lo relativo a las condenaciones 
en los recursos de apelación y de queja, quitándole en 
esos casos el carácter preceptivo a las condenaciones. 


G. EJECUCION DE DOCUMENTOS 


Se propone agregar un segundo párrafo al actual 
artículo 72.1, a fin de evitar la posibilidad de que con 
un mismo documento se promueva más de una ejecu- 
ción. 


Esta modificación, así como las que se informan en 
los literales siguientes, se originan en sugerencias y 
fundamentos expuestos por el Instituto Uruguayo de 
Derecho Procesal (Distribuido N* 41, 1990). 


H. CITACION DE TESTIGOS 


Las modificaciones aconsejadas con respecto al ar- 
tículo 160, tienen dos propósitos. En el 160.4, el pro- 
pósito es reducir el arresto del testigo contumaz de 
cinco días a veinticuatro horas, para guardar conso- 
nancia con la Constitución (artículo 16). En el 160.6, 
agregado en la Comisión, el propósito es evitar las 
dificultades, tal vez insalvables, para obtener el testi- 
monio cuando el testigo está domiciliado en el extran- 
jero o muy alejado de! tribunal, para lo cual se acepta 
ceder en el principio de inmediación.: 


I. PERITAJE 


La Comisión recomienda introducir dos modifica- 
ciones. En el artículo 183.1, se permite eximir al peri- 
to de la obligación de concurrir a la audiencia en de- 
terminados casos. Se contempla la hipótesis de funcio- 
narios públicos que por sus propias tareas puedan estar 
imposibilitados de comparecer. 


En el artículo 185.3, se añade un segundo párrafo, 
según el cual la parte que carece de medios para pagar 
un perito igualmente puede obtenerlo a través del tri- 
bunat. Se restablece así, en este punto, la igualdad de 
las partes en el proceso con respecto a un medio que, 
en determinadas materias, puede ser decisivo. 


J. SENTENCIAS 


El artículo 203.3, en su actual redacción, establece 
un plazo de 45 días para dictar sentencia definitiva, en 
tanto que el artículo 343.7, fija uno de 30 días. La 
Comisión propone que el artículo 203,3, se adecue al 
plazo de 343.7, o sea, a los 30 días. 


Con respecto a la ejecución provisoria de las sen- 
tencias, tratándose de un instituto novedoso, se creyó 
oportuno efectuar algunos ajustes para precisar ciertos 
aspectos. 
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La modificación en el artículo 260.1, corrige una 
discordancia de plazos. En efecto, según el artículo 
253.1, el plazo para apelar es de 15 días, mientras que 
la actual redacción del 260,1, fija un término de 6 días 
para pedir la ejecución provisional. Es decir que debe- 
ría solicitarse ésta, antes de saber si la parte condena- 
da apelará o no. 


Se introduce el ordinal 4 (el anterior 4, pasa a ser 
5) para definir el régimen de apelación con respecto a 
la ejecución provisional. 


En el ordinal 5, se flexibiliza la adopción de medi- 
das cautelares, permitiendo que ello pueda decidirse 
“en cualquier momento”. 


K. CONCILIACION 


Se recomienda no requerir la conciliación previa 
cuando el demandado se domicilia fuera del departa- 
mento correspondiente al tribunal competente en el 
proceso. La redacción actual del artículo 283.2, llega, 
en definitiva, o puede llegar, a una solución similar 
pero a través de un complicado procedimiento. Se en- 
tiende que las oportunidades de conciliación 
intraprocesales existentes en el régimen del Código 
General del Proceso, hacen innecesario seguir ese trá- 
mite. 


Y. CONSIDERACIONES FINALES 


La Comisión desea expresar su reconocimiento a 
los corredactores del Código General del Proceso y a 
todas las personas e instituciones que generosamente 
le brindaron comentarios y sugerencias. Pudo desarro- 
llarse de esta manera una tarea constructiva que, ilus- 
trada con importantes contribuciones externas a la Co- 
misión, tuvo un tono de gran rigor científico ajeno a 
cualquier manifestación de partidismo. La presencia y 
participación en estos trabajos del señor presidente del 
Senado constituyó un aporte invalorable. 


'Es todo cuanto vuestra Comisión tiene que infor- 
mar. 


Sala de la Comisión, 3 de julio de 1990. 


Enrique Cadenas Boix (Miembro Informante), 
Juan Carlos Blanco (Miembro informante), Sergio 
Abreu, José Korzeniak (Miembro Informante), Ig- 
nacio de Posadas Montero, Hugo Batalla, 
Américo Ricaldoni. Senadores. 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1”. - Sustitúyese el artículo 548.2 del Có- 
digo General del Proceso (Ley N” 15.982, de 18 de 
octubre de 1988) por el siguiente: 
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“ARTICULO 548.2. - Las disposiciones de este 
Código no se aplicarán a los procesos en trámite al 20 
de noviembre de 1989, los que seguirán de acuerdo 
con las normas en vigor a esa fecha, hasta que recaiga 
sentencia de primera instancia. Los procesos de ejecu- 
ción en trámite a la fecha mencionada se regirán. hasta 
su conclusión por las normas del Código de Procedi- 
miento Civil”. 


Art. 2”. - Agrégase al artículo 548 el siguiente 
numeral: 


“548,3. Las actuaciones judiciales recaídas en los 
procesos referidos por el numeral anterior, serán igual- 
mente válidas sea que se hubieran realizado de confor- 
midad con lo dispuesto por la anterior redacción del 
artículo 5483 de este Código (Ley N” 15.982, de 18 de 
octubre de 1988), o que se hubieran ajustado a las 
disposiciones en vigor antes de la vigencia de este 
Código”. 


Art. 3”. - Agréganse al artículo 545 los siguientes 
literales: 


“f) El proceso de regulación de honorarios, estableci- 
do por el artículo 144 de la Ley N” 15.750, de 24 
de junio de 1985. 


g) El proceso de toma urgente de posesión previsto en 
el artículo 42 de la Ley N” 3.958, de 28 de marzo 
de 1912 en la redacción dada por el decreto-ley 
número 10.247, de 15 de octubre de 1942". 


Art. 4% - Sustitúyese el numeral 4 del artículo 
539.1 por el siguiente: 


*“4) Que, de acuerdo con nuestras normas de dere- 
cho internacional privado el asunto no fuera de juris- 
dicción preceptiva de los tribunales patrios (artículo 
2401 del Código Civil)”. 


Art. 5. - Sustitúyese el artículo 338.2 por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 338.2. - Si mediare reconvención se 
conferirá traslado al actor por el plazo de 30 días. Si 
se opusieren a la demanda o a la reconvención, excep- 
ciones previas, se conferirá traslado al actor o al de- 
mandado, según fuere el caso, por un plazo de diez 
días. Cuando, por aplicación de este numeral, cual- 
quiera de las partes dispusiere simultáneamente de pla- 
zos de diez y de treinta días para evacuar traslados, los 
evacuará todos juntos en el plazo de treinta días”. 


Art. 6”. - Sustitúyese el artículo 341.2 por el si- 
guiente: 
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“ARTICULO 341.2. - Ratificación fundada por el 
actor de su contestación a las excepciones previas 
opuestas por el demandado y por éste de su contesta- 
ción a las opuestas por el actor respecto de la 
reconvención”. 


Art. 7”. - Modifícanse los artículos 78.1, 79.5, 
177.2, 204.3, 205, 247, 268, 285.2, 287, 315.3, 340.3, 
344.3, 349.3, 378,4, 398.4, 407.1, 420.6, 432, 438.2, 
490 y 544.2 los que quedarán redactados de la siguien- 
te manera: 


“ARTICULO 78.1. - En todos' los casos de juris- 
dicción voluntaria y contenciosa, las notificaciones de 
las actuaciones judiciales con excepción de las que se 
indican en el artículo 87, se efectuarán en las oficinas 
del tribunal. 


ARTICULO 79.5, - A solicitud de parte y con au- 
torización del tribunal, podrá practicarse la notifica- 
ción en el domicilio, en todo el territorio nacional, en 
la forma prevista en este artículo mediante acta nota- 
rial por el escribano público que designe aquélla y a 
su costo. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará esta for- 
ma de notificación. 


ARTICULO 177.2. - Las partes no podrán solicitar 
sino un dictamen pericial sobre un mismo punto, salvo 
que se produjera la impugnación de sus conclusiones 
en tiempo y forma. El tribunal podrá disponer de ofi- 
cio un nuevo dictamen cuando a su juicio, procediere. 


ARTICULO 204.3. - Devueltos los autos por el 
último ministro, se convocará a la audiencia respecti- 
va, que deberá realizarse dentro de un plazo que no 
podrá exceder de treinta días. 


ARTICULO 205. - (Plazos de estudio en los tribu- 
nales unipersonales). Cuando la segunda instancia se 
tramite ante un tribunal unipersonal, su titular dispon- 
drá de los plazos de estudio indicados en el artículo 
precedente, y se convocará a audiencia que deberá 
realizarse en un plazo máximo de treinta días. 


ARTICULO 247. - (Efectos de la reposición). Si la 
decisión fuera modificativa de la anterior, la parte con- 
traria tendrá la facultad de interponer un nuevo recur- 
so de reposición y el de apelación, si correspondiere. 


ARTICULO 268. - (Procedencia). El recurso de 
cesación procede contra las sentencias dictadas en se- 
gunda instancia por los Tribunales de Apelaciones en 
la Civil. del Trabajo y de Familia, así como por los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia, sean definiti- 
vas o interjocutorias con fuerza de definitivas. 
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ARTICULO 285.2, - Dicho plazo quedará suspen- 
dido desde el momento en que se promueva el corres- 
pondiente proceso para el acreditamiento del motivo 
de revisión, en los casos en que tal proceso fuere nece- 
sario, hasta que quede ejecutoriada la sentencia que 
ponga fin a dicho proceso. 


ARTICULO 287. - (Efecto de la interposición del 
recurso). La interposición del recurso de revisión no 
suspenderá la ejecución de la resolución firme que 
motivare, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
289. 


ARTICULO 315.3. - La providencia que admita o 
deniegue una medida cautelar será recurrible mediante 
reposición y apelación; también lo será toda otra pro- 
videncia modificativa de la medida. 


La providencia que decrete una medida o dispone 
su sustitución por otra, será apelable sin efectos 
suspensivo. 


ARTICULO 340.3. - Si el inasistente fuere el de- 
mandado, el tribunal dictará sentencia de inmediato y 
tendrá por ciertos los hechos afirmados por el actor en 
todo lo que no se haya probado lo contrario, salvo que 
el proceso refiriese a alguna de las cuestiones mencio- 
nadas en el inciso 2” del artículo 134 en cuyo caso se 
estará a lo que altí se dispone. 


ARTICULO 344.3. - En la audiencia, se diligenciará 
la prueba que el tribunal hubiere dispuesto a iniciativa 
de parte o de oficio (artículos 253.2 y 254 numeral 4”), 
y se oirá a las partes en la forma previta para la prime- 
ra instancia, dictándose, luego, sentencia. 


ARTICULO 349.3. - Las pretensiones que concier- 
nen a las cuestiones previstas en los artículos 289 a 
300 del Código Civil y 142 a 146 del Código del Niño 
y en los artículos 150, 151, 171 y 173 a 192 de este 
último Código, así como las relativas a regímenes de 
visita, restitución o entrega de menores o incapaces, 


ARTICULO 378.4. - (Recursos). - Contra la sen- 
tencia que decide el incidente de liquidación, podrán 
interponerse jos recursos de reposición y apelación (ar- 
tículos 245, 250,2 y 254), 


ARTICULO 398.4. - Si la obligación cuya ejecu- 
ción se persigue consiste en otorgar escritura pública 
y, en su caso, efectuar la tradición de una cosa, se 
procederá conforme a lo dispuesto en el ordinal 1. 
Vencido el plazo, el tribunal otorgará de oficio la es- 
critura y, en su caso, efectuará la tradición. 


Los gastos serán satisfechos por el ejecutante, el 
cual dispondrá de la vía de apremio para obtener el 
reembolso de lo que abonare. 


CAMARA DE SENADORES 


ARTICULO 407.1. - Deferida la herencia de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 1037 del Código 
Civil, podrá promoverse el proceso sucesorio, el que 
se tramitará de acuerdo con las disposiciones del pre- 
sente Título. 


ARTICULO 420.6. - Aprobada definitivamente la 
partición, se procederá a entregar a cada interesado su 
hijuela, así como los títulos de propiedad respectivos, 
con constancia de fa adjudicación. En cuanto a los 


títulos comunes, se procederá como disponen los artí- 


culos 1147 y 1148 del Código Civil. 


ARTICULO 432. - (Intervención del Ministerio Pú- 
blico y Fiscal). En todos los trámites de la herencia 
yacente intervendrá el representante del Ministerio Pú- 
blico y Fiscal. 


ARTICULO 438.2. - Las sentencias que se pro- 
nuncien resolviendo cuestiones que se sustancian en 
juicio ordinario o extraordinario, serán susceptibles de 
apelación como las definitivas (artículos 250.1 y 253). 


ARTICULO 490. - (Libertad de procedimiento). 
Las partes pueden convenir el procedimiento que con- 
sideren más conveniente. 


Si nada dijeren o en cuanto no hubiese sido objeto 
de previsión especial en el procedimiento señalado, se 
aplicarán por los árbitros las disposiciones estableci- 
das en este Código para el proceso ordinario. 


En todos los casos, el Tribunal Arbitral antes de 
iniciar el proceso y sin perjuicio de reiterarla en él 
cuantas veces lo entienda oportuno, deberá intentar la 
concilaición en audiencia que no podrá delegar en el 
árbitro sustanciador, bajo pena de nulidad absoluta que 
se trasmitirá a las actuaciones posteriores. 


ARTICULO 544.2. - La derogación dispuesta no 
alcanza a las disposicions legales que establecen re- 
quisitos específicos previos para la válida proposición 
de la pretensión; las que determinan calidades o con- 
diciones especiales en materia de capacidad o 
legitimación; las que limitan las defensas o excepcio- 
nes admisibles; las que prescriben, para casos especia- 
les, la inadmisibilidad de ciertas pruebas o determinan 
las exclusivamente admisibles y las que asignan efec- 
tos sustanciales particulres a la sentencia”. 


Art. 8”. - Modifícase el artículo 406.1, el que que- 
dará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 406.1. - Se aplicarán las disposicio- 
nes de este Capítulo, salvo expresa disposición en con- 
trario, en todos los casos de jurisdicción voluntaria, El 
irracional disenso y la disolución de la sociedad con- 
yugal son procesos voluntarios”. 


20 de Diciembre de 1994 
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Art. 9%. - Modifícanse los artículos 56, 261 y 267 
que quedrán redactados de la siguiente manera: 


“ARTICULO 56. - Condenaciones en la sentencia 
definitiva. 


56.1. - La sentencia definitiva impondrá condena- 
ción en costas, en costas y costos o declarará no hacer 
especial condenación, según corresponda, con arreglo 
a lo dispuesto por el artículo 688 del Código Civil. 


Se consideran costas todos los tributos, incluido el 
del pago de la vicésima, así como los honorarios de 
los peritos, depositarios, tasadores y demás auxiliares 
del tribunal. Se consideran costos, los honorarios de 
los abogados y de los procuradores. 


56.2. - El régimen establecido en el numeral ante- 
rior se aplicará a todas las actuaciones judiciales pre- 
vistas en este Código, con excepción de los procedi- 
mientos siguientes: juicio ejecutivo, vía de apremio, 
entrega de la cosa, recurso de cesación, recurso de 
revisión e inconstitucionalidad de las leyes. En los 
procedimientos exceptuados se seguirá el régimen dis- 
puesto en cada caso por este Código, 


56.3. - La parte favorecida por la condena en cos- 
tas, presentará su liquidación de lo adeudado por ese 
conepto que le deba ser reintegrado, ante el secretario 
actuario del tribunal, el que la aprobará o corregirá, 
expidiendo testimonio que constituirá título de ejecu- 
ción contra el obligado a su pago. De dicha liquida- 
ción, que será notificada personalmente a las partes, se 
podrá impugnar para ante el tribunal, cuya decisión 
será irrecurrible. 


ARTICULO 261. - La sentencia de segunda instan- 
cia impondrá las condenaciones procesales de confor- 
midad con el artículo 56.1. 


ARTICULO 267, - Las costas y costos de la queja 
se impondrán de conformidad con el artículo 56,1". 


Art. 10. - Modifícanse los artículos 72.1, 160, 183.1, 
185.3, 203, 260, 293.2, los que quedarán redactados 
de la siguiente manera: 


“ARTICULO 72.1. - Los documentos que se incor- 
poren al expediente podrán presentarse en su original 
o facsímil, con autenticación de su fidelidad con el 
original por escribano o funcionario público, si tegal- 
mente correspondiere. Sólo en caso de duda el tribunal 
podrá solicitar, de oficio o a pedido de parte, la 
agregación del original. 


Cuando se presente un documento a los etectos de 
su ejecución deberá acompañarse el original, el cual 
podrá ser devuelto con constancia de su presentación 
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si se proporcionare copia para ser agregada al expe- 
diente. 


ARTICULO 160. - Citación del testigo. 


160.1. - Los testigos serán citados con tres días de 
anticipación, por lo menos, por cédula en la que se 
señalará el deber de comparecer y la sanción para el 
caso de desobediencia. 


160.2..- Se prescindirá de la citación cuando la 
parte que propuso al testigo asumiere la carga de ha- 
cerlo comparecer; en este caso si el testigo no concu- 
rriera sin justa causa se prescindirá de su testimonio, 
salvo lo dispuesto en el artículo 24, numeral 5. 


160.3. - El testigo, que citado por el tribunal rehúse 
comparecer, será conducido a presencia de aquél por 
la fuerza pública. 


160.4. - El testigo que rehusara declarar incurrirá 
en desobediencia al tribunal y éste podrá imponer su 
arresto hasta por 24 horas. 


160.5. - No se descontará del salario del testigo 
compareciente, el tiempo que estuvo a disposición del 
tribunal. 


160.6. - Excepcionalmente, y consideradas las cir- 
cunstancias del caso, podrá disponerse la declaración 
del testigo ante tribunal comisionado, cuando aquél se 
domicilie en el extranjero o a una distancia tal de la 
sede, que le haga difícil o gravosa su concurrencia. Á 
esos efectos se librará exhorto instruido para su 
interrogatorio que redactará el tribunal oídas las partes 
al respecto, El interrogatorio se practicará por el tribu- 
nal comisionado en la forma indicada en el artículo 
siguiente. Cuando el cometido fuera un tribunal nacio- 
nal se comunicará al comitente con antelación sufi- 
ciente, la fecha señalada para la audiencia, a fin de 
que ésta sea puesta en conocimiento de las partes. 


ARTICULO 183.1. - El dictamen pericial será co- 
municado a las partes y éstas, en el plazo de tres días 
luego de aquella comunicación o en la audiencia de 
prueba, podrán pedir las aclaraciones o ampliaciones 
que estimen pertinentes, las que serán evacuadas du- 
rante el curso de la audiencia o si ello no fuera posi- 
ble, en el plazo que establezca el tribunal. En todos 
los casos, el dictamen será examinado en la audiencia, 
a la que deberá concurrir el perito salvo que por moti- 
vos debidamente fundados y tratándose de peritos de- 
signados en virtud de su función pública, el tribunal 
exima la concurrencia, 


ARTICULO 185.3. - En el peritaje solicitado por 
las partes se deberá consignar previamente, con aper- 
cibimiento de tenerse por renunciada esa prueba, una 
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suma adecuada que fijará el tribunal para garantizar el 
pago de los honorarios y gastos, los cuales serán fija- 
dos en la sentencia definitiva. 


El tribunal podrá eximir de la previa consignación 
cuando la parte que solicita el peritaje justifique, o 
ello surja de autos, que carece de medio para solven- 
tarla; en estos asos, el tribunal podrá encargar la peri- 
cia a un técnico en la materia, funcionario de un orga- 
nismo estatal, quien no podrá excusarse. 


ARTICULO 203. - Plazos para dictar sentencia. 


203.1. - Los tribunales, sean unipersonales o cole- 
giados, deberán dictar la sentencia al término de la 
audiencia final, y en esa misma oportunidad, expedir 
el fallo con sus fundamentos; de todo lo cual se dará 
lectura a los efectos de su comun' ión (artículo 76). 


203.2. - El tribunal, sea unipersonal o colegiado, 
podrá diferir la expresión de los fundamentos para una 
ulterior audiencia, la que deberá llevarse a cabo en 
plazo no mayor de diez días si se tratare de sentencia 
definitiva. Los plazos para recurrir se contarán a partir 
del día siguiente al de la celebración de esta última 
audiencia. 


203.3. - Cuando la complejidad del ausnto lo justi- 
fique, se podrá prorrogar el plazo para dictar la sen- 
tencia con sus fundamentos por quince días, si fuere 
interlocutoria y por trienta días si se tratare de senten- 
cia definitiva, procediéndose conforme con lo estable- 
cido en el ordinal anterior. 


203.4. - Lo dispuesto por el ordinal primero de este 


artículo no rige en los casos en que la ley permite | 


expresamente que la sentencia sea dictada por escrito 
y fuera de audiencia, y los casos de justificación vo- 
luntaria en que las providencias se dictan fuera de 
audiencia. En estos casos los plazos para dictar sen- 
tencia serán de quince días si se tratare de interlocutoria 
y de treinta días si se tratare de definitiva, de puestos 
los autos al despacho al efecto. Si entre esa fecha y la 
de la última actuación mediaran más de diez días, el 
plazo comenzará a correr desde la última actuación. Si 
se tratare de tribunal colegiado, cada integrante dis- 
pondrá del plazo de estudio que prevé el artículo 204.1 
que se computará conforme con lo establecido por el 
artículo 208, y el plazo para dictar sentencia se conta- 
rá a partir de la fecha de devolución de los autos por el 
último ministro. 


ARTICULO 260. - Ejecución provisional. 


260.1. - Cuando se recurriere una sentencia defini- 
tiva de condena, el vencedor podrá solicitar la ejecu- 
ción provisional dentro del plazo para evacuar el tras- 
lado del recurso, prestando garantía suficiente para 
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responder, en su caso, por todos los gastos judiciales y 
daños y perjuicios que pudiera ocasionar a la parte 
contraria. 


260.2. - Será competente para la ejecución provi- 
sional de la sentencia, el tribunal ante el cual se siguió 
la primera instancia del proceso. 


La petición de ejecución provisional puede hacerse 
en el mismo expediente o mediante presentación de 
un testimonio de la sentencia. 


Si se formulase en el mismo expediente, se forma- 
rá de inmediato pieza separada y se continuarán en 
esa pieza los procedimientos. 


Si se formulase mediante presentación de testimo- 
nio, se seguirán a continuación de éste los 
procedimeintos. 


260.3. - La contraparte podrá solicitar la suspen- 
sión de la ejecución provisional por causarle perjuicio 
grave, de difícil reparación; circunstancia que el tribu- 
nal apreciará discrecionalmente. Si estimare que exis- 
te esa posibilidad, exigirá al condenado que preste 
garantía bastante para asegurar, en todo caso, lo que 
ha de ser objeto de la ejecución con más los intereses, 
costas y costos que el posterior trámite del recurso 
pueda irrogar. 


260.4. - Las resoluciones del tribunal que dispon- 
gan o denieguen la ejecución provisional o su suspen- 
sión serán apelables conforme con lo dispuesto por el 
artículo 251 numeral segundo. 


260.5. - En lugar de la ejecución provisional, po- 
drán adoptarse en cualquier momento medidas 
cautelares, si la parte interesada así lo solicitare, sin 
más exigencia que la prestación de garantía para res- 
ponder, en su caso, por todos los daños y perjuicios y 
gastos judiciales que la medida pudiere irrogar a la 
parte recurrente, si se revoca la sentencia; según las 
circunstancias del caso, podrá. el tribunal eximir el 
peticionario de la prestación de contracautela, 


ARTICULO 293.2. - Si el actor ignorare el domi- 
cilio del demandado o se tratare de persona descono- 
cida, se prescindirá de la conciliación previa. Tampo- 
co procederá la conciliación previa cuando el deman- 
dado se domiciliare fuera del departamento correspon- 
diente al tribunal competente para conocer del juicio”. 


Sala de la Comisión, 3 de julio de 1990. 


Juan Carlos Blanco, Enrique Cadenas 
Boix, José Korzeniak (Miembros Informan- 
tes), Sergio Abreu, Hugo Batalla, Ignacio ' 
de Posadas Montero, Américo Ricaldoni. 
Senadores”. 


20 de Diciembre de 1994 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto, que tiene 
una sola discusión. 


(Se lee) 
-En consideración. 


La Presidencia aclara que la votación es única. Como se 
sabe la votación afirmativa representa la voluntad del Cuerpo 
en el sentido de aprobar las modifaciones introducidas por la 
Cámara de Representantes al proyecto de ley que se está 
considerando y, en tal caso, proceder a su sanción definitiva 
y a su comunicación al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR BLANCO. - A manera de fundamento de voto 
anticipado, deseo señalar que no voy a acompañar las modifi- 
caciones propuestas por la Cámara de Representantes. En 
primer lugar, tengo algunas discrepancias con el tratamiento 
. del tema de la aplicación de las sentencias extranjeras y, en 
segundo término, debo admitir que también he tenido -des- 
pués del largo tiempo transcurrido desde la primera sanción 
del proyecto por esta Cámara- un segundo pensamiento acer- 


ca de la modificación del régimen de condenas preceptivas - 


en la segunda instancia, que en su momento fuera aprobado 
por este Cuerpo. 


- En tercer lugar -y esto ya no referido al proyecto que está 
a consideración, porque mis discrepancias ya están plantea- 
das- con carácter general, deseo señalar que tengo la sensa- 
ción -esto también lo he comentado fuera de sesión con algu- 
nos señores senadores, pero quiero que conste en la versión 
taquigráfica- de que esta etapa de la legislatura no es la más 
propicia para considerar reformas sustantivas en la legisla- 
ción, como es el tema de las modificaciones de algunos cuer- 
pos de leyes. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Coincido con lo que acaba de 
señalar el señor senador Blanco y, además. en una sesión 
anterior puse de manifiesto mis discrepancias -esto respetan- 
do otros puntos de vista, incluido el del señor presidente- con 
el hecho de que en este tipo de sesiones extraordinarias reali- 
zadas en pleno receso y al fin de una Legislatura, nos abo- 
quemos a considerar -muchas veces con quórum que no son 
del todo representativos- problemas que hacen a cuestiones 
legales de fondo, 


Tal como lo señaló el señor senador Blanco, este es un 
caso concreto y, además, debo decir con total franqueza, que 
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por diversas razones -no creo ser el único, ni mucho menos, 
en el Senado- tampoco estoy en condiciones de pronunciarme 
sobre la trascendencia que tienen algunas de las modificacio- 
nes que somete a nuestra consideración la Cámara de Repre- 
sentantes. 


No obstante, debo señalar que he leído una comunicación 
que el señor presidente ha tenido la amabilidad de hacerme 
llegar. Sin embargo, más allá de que pueda compartir algu- 
nos conceptos de esa comunicación, debo expresar que no 
creo que sea una buena práctica que bajo régimen de sestones 
extraordinarias tratemos temas que son, diría, propios de los 
períodos ordinarios. 


Por lo tanto, señor presidente, en lo personal tampoco 
acompañaré el texto sustitutivo enviado por la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: deseo hacer 
un par de reflexiones. 


En principio, debo ser muy franco en cuanto a que no he 
tenido oportunidad de estudiar a fondo las modificaciones 
que la Cámara de Representantes le introdujo al proyecto de 
ley enviado por el Senado. Por esa razón, estaría coincidien- 
do con los dos señores senadores preopinantes. De todas ma- 
neras, ho dejo de advertir que se trata de modificaciones muy 
puntuales al Código General del Proceso, que fueron plantea- 
das como urgentes, o sea, que desde el momento que se 
formularon significaron una especie de recibo de inquietudes 
que provenían, algunas desde el ámbito de los jueces y otras 
desde el Colegio de Abogados. 


De manera que no estoy en condiciones de votar afirmati- 
vamente debido a que no conozco con exactitud el alcance de 
las modificaciones que introdujo la Cámara de Representan- 
tes. 


Tratándose de modificaciones muy puntuales y de urgen- 
cia al Código, aunque fuera en sesiones extraordinarias, las 
hubiera votado. Pero, reitero, no conozco el alcance de esas 
diferencias entre el proyecto de ley enviado por la Cámara de 
Representantes y el aprobado por la Cámara de Senadores, 
que tuvo una discusión bastante completa en el seno de la 


" Comisión de Constitución y Legislación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por vía de fundamento de voto 
anticipado, la Presidencia quiere expresar que considera del 
caso votar este proyecto de ley y aceptar las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes, debido a que 
esta iniciativa fue objeto de serio y exhaustivo estudio por 
parte de la Comisión de Constitución y Legislación del Sena- 
do. a principios de la Legislatura la que recaba, además, la . 
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opinión, que fue favorable, de los tres profesores que son los 
autores del Código General del Proceso. De dicha Comisión 
surgió un informe muy meditado y esclarecedor que firmaron 
todos sus integrantes y en calidad de miembros informantes, 
el entonces senador Cadenas Boix y el señor senador Blanco. 


Este proyecto de ley fue aprobado por el Senado en julio 
de 1990. Luego de varios años, la Cámara de Representantes 
lo devolvió con leves modificaciones en junio de este año. 
Debo admitir que se pudo haber considerado antes de comen- 
zar el receso, pero no fue así porque no llegó informado lo 
que tiene relación con las modificaciones que introdujo la 
Cámara de Representantes. 


En consecuencia, la Presidencia estima que si este pro- 
yecto queda para la próxima Legislatura el trabajo realizado 
se va a esterilizar, porque habrá que presentar nuevamente 
este proyecto o uno distinto y conseguir su aprobación en las 
dos Cámaras. A juicio de la Presidencia, las objeciones que 
se han planteado -sea dicho esto con todo respeto por las 
opiniones vertidas por los colegas- son de relativo peso, ya 
que las modificaciones son muy pocas y fácilmente 
comprensibles. Se trata de la eliminación de los artículos 
primero y segundo del proyecto de ley aprobado por el Sena- 
do, que referían a los juicios entonces en trámite y a las 
disposiciones que a ellos se aplicaban. Cuatro años más tarde 
estos juicios terminaron todos y entonces, no se justifica que 
se mantengan esas disposiciones. También se ha modificado, 
sin variar sustancialmente su sentido, el artículo que lleva el 
número 2” en el proyecto de la Cámara de Representantes, 
que refiere a la eficacia de las sentencias extranjeras y es la 
modificación del artículo 539 numeral 1, del Código General 
del Proceso. Reitero que esta modificación no altera la sus- 
tancia de la solución aprobada antes en la Cámara de Senado- 
res que corregía, en este aspecto al Código y que está expli- 
cada ampliamente y con fundamentos sólidos en el informe 
de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración, de la Cámara de Representantes. Por 
último, cabe señalar que existen otras dos modificaciones, de 
mera redacción en un caso y en el otro, que tiene relación 
con el contenido del edicto por el cual se publica la sentencia 
de remate y las exigencias que en tal caso debe contener el 
edicto al hacerse público. 


Considero que esas modificaciones no tienen una entidad 
como para que este proyecto de ley, que fue presentado en 
razón de necesidades urgentes, por lo que era imprescindible 
sancionarlo para corregir imperfecciones que tenía el Código, 
quede archivado al final de la Legislatura. 


De todos modos, si el Senado rechazra las modificaciones 
o de acuerdo con lo que significa la votación negativa, ratifi- 
cara el texto original este proeycto, el mismo deberá pasar a 
la Asamblea General. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: sin ánimo de po- 
lemizar, porque los argumentos esgrimidos por los colegas 
que votarían negativamente la aprobación de las modifica- 
ciones de la Cámara de Representantes, por cierto, son respe- 
tables, señalo que en mi caso voy a votar dichas modificacio- 
nes, ya que como acaba de indicar el señor presidente, no son 
relevantes, en algún caso, como las que refieren a los artícu- 
los primero y segundo son procedentes, debido a que la etapa 
de transición ha sido superada en cuanto a la aplicación del 
régimen a los asuntos en trámite. En definitiva, lo que esta- 
mos aprobando sustancialmente es el texto legal que aprobó 
el Senado en 1990, 


La Cámara de Representantes se tomó un buen tiempo 
para revisar ese texto legal, y ahora estamos considerando las 
pocas modificaciones que ella le hizo, algunas de las cuales 
pueden ser discutibles, pero las demás son procedentes como, 
por ejemplo, las primeras. Ya no tiene sentido regular los 
asuntos que se encontraban en trámite al momento de la 
entrada en vigencia del Código General del Proceso, porque 
son cuestiones concluidas. Por esto, respetando las valoracio- 
nes de otros colegas, voy a votar la aprobación de las modifi- 
caciones introducidas por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. Quienes lo hagan por la afirmativa, estarán 
aprobando las modificaciones introducidas por la Cámara de 
Representantes, y aquellos que lo hagan por la negativa, esta- 
rán ratificando el texto que en su momento aprobó el Senado. 


(Se vota:) 
-12 en 16. Afirmativa. 


Quedan aprobadas las modificaciones introducidas a este 
proyecto de ley por la Cámara de Representantes. Por consi- 
guiente, queda sancionado el proyecto de ley que se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra, para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: he votado ne- 


.gativamente este proyecto de ley por las razones que expuse 


al hacer uso de la palabra. No organizo ninguna retirada de 
sala, pero me ausentaré porque creo que esta es una actitud 
legítima y lícita de un legislador, ya que si por un camino no 
puedo llegar a la posición que deseo, lo haré por el otro, es 
decir, tratando de que la sesión quede sin quórum. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Está en su derecho de hacerlo, 


señor senador. 
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9) DELITOS DE ASOCIACION PARA DELINQUIR Y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 81 del 
DE PROXENETISMO. Modificaciones de los artícu- mismo Código”: 
los 150 del Código Penal y 1” de la Ley N* 8.080. 
Proyecto de ley. Art. 2”. - Agréganse al artículo 1” de la Ley N” 


Ñ 8.080, de 27 de marzo de 1927, los siguientes incisos: 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 


que figura en segundo término del orden del día: “Proyecto “El que, con ánimo de lucro, indujere o determinare 
de ley por el que se modifican los artículos. 150 del Código a otro al ejercicio de la prostitución será castigado con 
Penal y 1” de la Ley N” 8.080, referidos a delitos de asocia- tres a doce meses de prisión. 
ción para delinquir y de proxenetismo. (Carp. N” 1560/94 - 
Rep. N” 1027/94).” Cuando el culpable se prevalezca del carácter pú- 
blico de su investidura o con violación de los deberes 
(Antecedentes:) inherentes a su cargo, oficio o profesión, además de la 
pena establecida se le impondrá preceptivamente la de 
“Carp. N* 1560/94 inhabilitación absoluta”. 


Rep. N* 1027/94 
Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 


en Montevideo, a 6 de julio de 1994. 


CAMARA DE 
REPRESENTANTES 
Mario Cantón 
La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


sancionado el siguiente 


Comisión de Constitución, Códigos, 


PROYECTO DE LEY 
Legislación General y Administración 


Artículo 1”. - Agrégase al artículo 150 del Código 


Penal el siguiente inciso: INFORME 


Señores representantes: 


A A EE se 


“La pena se elevará de dos a seis años de peniten- 


ciaría en los siguientes casos: A q 
El ptoyécto! de ley “adjunto procura combatir más 


eficazmente el fenómeno de la delincuencia organiza- 
da y, en este caso, enfrentar con mayor severidad aque- 
llas manifestaciones delictivas que tienen que ver con 
el contrabando masivo y el tráfico, también masivo de 
drogas y la llamada trata de blancas. a cuyos efectos 
se ha intentado perfeccionar el régimen penal corres- 
pondiente al proxenetismo. 


A) Si la asociación tuviera como objeto la comisión 
del delito de contrabando -en cualquiera de sus 
modalidades- respecto de mercaderías v efectos que 
por su naturaleza o cantidad lesionaren gravemente 
la economía o hacienda pública. 


B) Si la asociación tuviera por objeto la comisión de 
los delitos relacionados con sustancias estupefacien- 
tes o psicotrópicas, castigados por los artículos 30 
a 35, inclusive, del decreto-ley 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, siempre que éstos se proyectaran 
ejecutar sobre cantidades masivas de las menciona- 
das sustancias. 


É 


El criterio seguido por la Comisión para encarar la 
problemática de las organizaciones delictivas implica 
no innovar mayormente en materia legislativa, salvo 
en cuanto resulta estrictamente indispensable para re- 
primir la conducta desvalorada. Por lo tanto, en lugar 
de encarar la tipificación de nuevas figuras delictivas - 
opción que, en rigor, carece de mayor sentido técnico- 
se ha preferido aprovechar la figura tradicional de aso- 
ciación para delinquir, establecida por el artículo 150 
del Código Penal, en cuanto puede contemplar esta 
modalidad de delincuencia no convencional. 


C) Si la asociación tuviera por objeto cometer alguno 
de los delitos establecidos en el artículo 1? de la 
Ley N” 8.080, de 27 de marzo de 1927, en la re- 
dacción dada por el artículo siguiente de la presen- 
te ley. 


En cualquiera de las situaciones previstas en los 
literales anteriores, cuando los culpables se prevalez- 
can del carácter público de su investidura o actuaren 
con violación de los deberes inherentes a su estado, 
cargo, oficio o profesión, además de la pena de peni- 
tenciaría se les impondrá preceptivamente la de inha- 
bilitación absoluta, artículo 75 del Código Penal, todo 


Entonces, respetando la estructura material del tipo 
básico de asociación para delinquir, el proyecto intro- 
duce formas agravadas, incorporándole al artículo 150 
del Código Penal subtipos calificados, que tiene por 
efecto incrementar la sanción. Conforme al guarismo 
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mínimo de la pena legal abstracta previsto en el pro- 
yecto, la entidad punitiva opta la excarcelación provi- 
sional, de acuerdo al régimen consagrado por el artí- 
culo 27 de la Constitución de la República. 


-I- 


El proyecto articula tres supuestos diferentes de 
agravación, vinculados todos ellos ai objeto “sceleris”; 
esto es a la indole del propósito criminal que persigue 
la asociación para delinquir. 


Obviamente, la fórmula empleada (“si la asocia- 
ción tuviera como objeto la comisión del delito...””) ha 
de interpretarse en el sentido de que, tanto puede tra- 
tarse de un objetivo perseguido “ab initio”, que ha 
determinado el surgimiento o formación de la “societas 
sceleris”, como una meta asumida posteriormente, por 
una asociación ya formada o existente. 


A su vez, la recta inteligencia de los tipos proyec- 
tados arroja que ese objetivo que determina la 
agravación puede ser único o exclusivo, pero también 
compartido simultáneamente con otros objetos plan- 
teados como metas para la asociación de delincuentes. 


“- 


Desde el punto de vista Jurídico-penal, la fórmula 
aprovecha lo que en doctrina re conoce como una re- 
ferencia subjetiva del tipo. Vale decir, el tipo callfica- 
do se conatruye en terno a una referencia de finalidad 
que no aupedita la consumación jurídica del delito, 
pues énte se perfecciona aun cuando no ae haya logra- 
de dicha finalidad y, más aún, aunque no se haya 
llegado a ejecutar alquiera el primer acto delletivo, Ba 
bueno recordar, en tal sentido, que el rento asociativo 
alcanza el estadio conaumativa “por el almple hecho 
de la arociación", según le prescribe el artículo 150 
del Código Penal, 


En suma: la regla general continúa siendo que la 
pertenencia a una asociación delictiva corriente cons- 
tituye una conducta subsumible en la forma básica, Si, 
en cambio, el objeto de la asociación fuera alguno de 
los taxativamente enunciados en el proyecto, en tal 
caso entra a jugar la forma agravada correspondiente, 


VA 


En el literal a) se prevé que el objeto “sceleris” sea 
la comisión del ilícito de contrabando, en cualquiera 
de sus modalidades, siempre que el mismo tenga enti- 
dad lesiva del bien jurídico tutelado. 


Desde Juego, como se trata de reprimir el delito 
organizado, o sea a la macro-delincuencia y, por su- 
puesto, no perseguir a todo el circuito de trabajo infor- 
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mal que gira en torno a la comercialización de merca- 
dería extranjera, se ha procurado establecer un ele- 
mento limitativo. En consecuencia, para que funcione 
la agravación del hecho punible, debe tratarse - 
inexcusablemente- de un contrabando asociativo que, 
ora por su naturaleza, ya por su cantidad, sea suscepti- 
ble de irrogar una lesión grave al bien protegido. No 
es posible traducir el concepto de gravedad a términos 
cuantificados, de suerte que la apreciación de tal ex- 
tremo, como en todos los casos similares, queda libra- 
da a la prudente apreciación del juez. 


-V- 


La segunda hipótesis contemplada en el proyecto 
dice relación con los delitos vinculados a psicotrópicas 
o estupefacientes, incriminados en los artículos 30 a 
35 del decreto-ley N” 14.294, de 31 de octubre de 
1974, Nuevamente se trata de severizar la represión 
penal del tráfico masivo de drogas y, por ello, así lo 
consigna el texto, reclamando “cantidades masivas” 
de tales sustancias como elemento definitorio de la 
adecuación típica, puesto que interesa encarar a las 
organizaciones abocadas al tráfico permanente de dro- 
gus. 


-VI- 


La última hipóteala, comprendida en el literal C) 
xe vincula al tema de la prostitución y el proxenetismo. 


En ofecta, la realidad reciente nos muestra que las 
organizaciones internacionales que gitan en terno a la 
explotación de la prostitución, suelen reclutar mujeres 
en el territorio nacional que luego son explotadas fue- 
ra del paía. 


Mas, dade que la prostitución efectiva y la explo: 
tación de ésta se consuman fuera del territorio nacio: 
nal, esa actividad previa de persuasión o inducción de 
la víctima deviene un acto impune, 


De ahí que el proyecto enfoque el hecho desde un 
doble punto de vista, En primer lugar, incriminando la 
conducta individual -ya no asociativa- de quien induce 
o determina a otro el ejercicio de la prostitución, La 
solución significa ampliar el espectro del delito de 
proxenetismo y anticipar la represión a la etapa ini- 
cial, donde no media aún explotación, sino una mera 
actividad inductora o determinadora enderezada a lo- 
grar que el paciente de la conducta se vuelque al ejer- 
cicio de la prostitución. 


Esa actividad, singular y aislada, debe efectuarse 
con ánimo de lucro, condición “sine qua non” para 
que sea reprimible, El proyecto lo prevé en su artículo 
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2”, incorporándolo como un segundo inciso al tipo bá- 
sico del proxenetismo consagrado en el artículo 1” de 
la Ley N” 8,080, de 27 de marzo de 1927, 


-VII- 


Ahora bien, si se ha criminalizado la actividad sin- 
gular, también corresponde hacer lo propio con esa 
misma actividad desarrollada por una asociación para 
delinquir, la que, de por sí, es mucho más peligrosa. 


Así se hace en el literal C) del artículo 1", 
incriminando como tipo calificado a una asociación 
para delinquir, que puede tener dos objetos diversos 
por meta asociativa: 


1%) La mera inducción o determinación de personas 
para volcarlas al ejercicio de la prostitución, por cuen» 
ta de organizaciones relacionadas a la explotación de 
la prostitución, Como ya se dijo, dado que lo que se 
persigue es reprimir a las asociaciones dedicadas al 
slmple reclutamiento de prostitutas, el proyecto exige 
que dicho reclutamiento o inducción lo sea en el senti- 
do de persuadir al paciente para que se prostituya en 
beneficio de la organización delictiva pura la que tra- 
bajan los co-asociados. 


2%) Asimismo, en el mismo lltéral se prevé una 
agravante, cuando el objeta de la asociación sea la 
cominlón lina y llana del dellto de proxenetlamo, canti- 
gado por la Ley N* 8,080, de 27 de marzo de 1927. 


«VIII» 


Por último, el proyecto prevé la Imposlelón pre» 
ceptiva de la pena accesorla de Inhabllltación abrolu- 
ta, cuando los miembros de la asuclación se prevalez- 
ean del cardoter público de su investidura e actuaren 
von violación de los deberen inherentes a au estada, 
cargo, oflelo o profesión. 


Sala de la Comisión, 4 de noviembre de 1993, 


José E. Díaz (Miembro Informante), Néstor H. 
Andrade, Mario Cantón, Jorge Coronel Nieto, 
Daniel Díaz Maynard, Luis Eduardo Mallo, Dia- 
na Saravia Olmos, Nicolás Storace Montes. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”, - Agrégase al artículo 150 del Código 
Penal el siguiente inciso: 


“La pena se elevará de dos a seis años de peniten- 
ciaría, en los siguientes casos: 
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modalidades- respecto de mercaderías o efectos que 
por su naturaleza o cantidad lesionaren gravemente 
la economía o hacienda pública. 


B) Si la asocaición tuviera por objeto la comisión de 
ls delitos relacionados con sustancias estupefacien- 
tes O psicotrópicas, castigados por los artículos 30 
a 35 inclusive del decreto-ley N* 14,294, de 31 de 
octubre de 1974, siempre que éstos se proyectaran 
ejecutar sobre cantidades masivas de las menciona- 
das sustancias. : 


C) Si la asociación tuviera por objeto cometer alguno 
de tos delitos del artículo 1” de la Ley N” 8.080, de 
27 de marzo de 1927, en la redacción dada por el 
artículo siguiente de la presente ley. 


En cualquiera de las situaciones previstas en los 
literales anteriores. cuando los culpables se prevalez- 
can del carácter público de su investidura o actuaren 
con violación de los deberes inherentes a su estado, 
cargo, oficio o profesión, además de la pena de peni- 
tenclaría, se lea impondrá preceptivamente la de inha- 
bilitación absoluta, artículo 75 del Código Penal, todo 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 81 del 
mismo Código", 


Art. 2”, + Agréganso al artículo 1" de la Ley N' 
8,080, de 27 de marzo de 1927, los siguientes incisos: 


“El que, con ánimo de lucro, Indujere o determinara 
4 otro al ejerciolo de la prostitución, será castigado 
con tres a doce meses de prialón, 


Cuando el culpable se prevalezca del carácter pu» 
hlivo de au Investidura o con violación de los deberes 
inherentes a su cargo, oficio o profesión, además de la 
pena establecida ue le Impondrá preceptivamente la de 
inhabilitación absoluta”, 


Sala de la Comisión, 4 de noviembre de 1993. 

José E. Díaz (Miembro Informante), Néstor 
H. Andrade, Mario Cantón, Jorge Coro- 
nel Nieto, Danlel Díaz Maynard, Luis 
Eduardo Mallo, Diana Saravia Olmos, NI- 
colás Storace Montes.” 

SEÑOR PRESIDENTE, - Léase el proyecto. 

(Se lee) 


En discusión general, 


SEÑOR BLANCO, - Pido la palabra. 


C5.- 617 


A) Si la asociación tuviera como objeto la comisión SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
del delito de contrabando -en cualquiera de sus dor. 
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SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: por las considera- 
ciones que formulé al final de mi intervención sobre el asun- 
to anterior, no voy a acompañar este proyecto de ley. 


10) POR FALTA DE QUORUM SE LEVANTA LA SE- 
SION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No hay número para proceder a 
votar. 


Se levanta la sesión. 
(Así se hace a la hora 16 y 52 minutos, presidiendo el 


doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores se- 
nadores Alonso Tellechea, Astori, Blanco, Bouzas, Bruera, 
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Cassina, Elso Goñi, Irurtia, Korzeniak, Librán Bonino, 
Pérez, Rubio, Soto y Zumarán). 
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